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para no ser inteneioiu'da, de ciertos incisos que cieñan el
paso á todo los ergotismos de í,s uela.

e! Gobierno General en Cirruíar de 27 de Otubre de 1873
se vio en el caso de recordarles la observancia de

'
aquel De-- c

creto. ;vAceptando el criterio del Consejo de Estado en pleno.
claramente consignó el legislador en el preámbulo de la Ley
que entiende revestir al Gobernador General de Puerto - Rico
de toda la concentración de facult des necesarias, para que su
intervención se deje sentir expedita en todos los ramos de la
administración y sancione con su Autoridad tola iniciativa
municipil.

Claramente expresa también que los Ayuntamientos son
Corporicior.es esencialmente administrativas y, al dejar á la
libérrima elección del Gobernador el nombramiento de Al-

caldes, establece terminantemente que, sobre el carácter que
estos asumen de ejecutores de 'os acuerdos. de los Ayunta
mientos y gestores de los intereses del Municipio, debe pre
valecer el que tienen de representantes y Delegados guber-
nativos de la Autoridad Superior, y funcionarios del Gobierno.

Expuesto lo que antecede, someto al juicio de V. E. en
punto á supuesta invasión de atribuciones de los Ayunta-
mientos, sin di sflorarla con observación ninguia, la suma de
apreciaciones que ha suscitado el Decrete por parte de la
prensa y también p r la de ponta los Ayuotam'eito, de cu-

yos acuerdos ten Iré que ocuparme por separado bajo un
punto de vista menos pedagógico que hoy. En ese conjun-
to de contradictorias opiniones, en que alguno censura hoy
lo mismo que alabó ayer, otro rechaza en parte aquello mis-

mo que pide sin conocerlo, y un tercero se adhiere á priori
á opiniones que ignora, solo por suponerlas equivocadamen-
te sustentadas por aquel jd todo lo cual tengo pruebas
fehacientes se revela tan candorosamente el mismo desco-
nocimiento de la legislación peninsular y se trasparenta con
tanta inocencia una á modo de consigna tan tardíamente
trasmitida como inconscientemente ejecutada, que por sí
mismas se destruyen y me relevan de la m mor impugnación.

Este, además, es el único medio indirecto que se me
ofrece de agrade, er lys elogios inmerecidos que todos, no
obstante lo dicho, han tributado al trabajo deL Gobierno-General- .

Pero, ya que no las autoriza la Ley municipal acon-
seja por ventura el interés bien entendido de la enseñanza
que se concedan mayores atribuciones á los Ayuntamientos?

alguna razón de conveniencia aboga en pró de esta preten-
sión ? han acreditado acaso con hechos los Ayuntamientos
que tanto mas ha progresado la instruciou primaria cuanto
mas exclusiva ha sido su intervención en el ramo !

Conforme con estos principios generales, el capítulo Io
que trata especialmente de las atribuciones de los Ayunta
micntos, declara en el artículo 69 que son dj la competencia
de estos, yero con sujcciofe-á'hi- s Leyes, entré otros objetos, las
Instituciones de instrucción y al final del mismo artículo
añade que el Gobernador General velará por el cumplimien
'o de esta parte de la Administración en virtud de las facul
tades que le conceden las Leyes. En el siguiente artículo 70,
entre los servicios que e:i particular tienen los Ayuntamien-
tos la obligación de atender, figura la instrucción primaria ;

pero, á renglón seguido, añade también que todos los acuerdos
municipales á aquella referentes necesitan la aprobación pié
via del Gobernador General. El artículo 71 cita entre la
atribuciones que muy especialmente le corresponden el nom

nes la Ley peninsular, no queda otro recurso quo concentrar
en manos del Gobernador General los deberes y facultades
que al Rector y al Gobernador Civil encomienda respectiva-
mente la Ley y hasta algunos de los que corresponden al
Ministro. A este principio obedeció el Decreto orgánico de
15G5, aprobado de Real órden y a" 61 se adapta también el
actual.

El nombre, la constitución y atribuciones de la Juntu
provincial, ántes llamada superior, son iguales á los de di-

chas Corporaciones en la Península, con las ligerísimas va-

riantes propuestas por el Consejo.
La Inspección de Escuelas era uno de los vacíos del

Decreto de 1SG5 que mas contribuyeron á desvirtuar pron-
tamente sus efectos, y responde aquí á las mismas convenien-
cias que le dieron vida en la Península. Expuesta su ur-

gente necesidad por los Profesores mas ilustrados de la Isla,
plenamente reconocida por la Diputación provincial que la
sostiene con sus fondos, fué asimismo admitida por los auto-
res délos tros proyectos de. Decreto á que se refiere el
preámbulo. Ni una sola palabra de crítica suscitó su crea-
ción en Abril último j ántes bien han sido encomiados docu-

mentos emanados posteriormente del Gobierno General en
que se aludía á la Inspección recientemente creada. Saivo
muy ligeras modificaciones en cuanto a las condiciones que
han de reunir los Inspectores, por la total carencia de per-
sonal procedente de la Escuela Normal, y en cuanto al nú-

mero de dos Inspectores, on vez de uno solo, por reclamarlo
así imperiosamente el número total de 500 Eseulas y la di
seminación de las Escuelas rurales á largas diatancias unas
de otras, quo hay que recorrer á caballo por caminos a me-

nudo intransitable?, todas las demás bases establecidas en
este Decreto para la Inspección, así como el Reglamento de
Inspectores que ha redactado la Junta provincial, son copia
ó paráfrasis exacta de sus similares decretados por el Gobier-
no Supremo.

Igualmente lo son las funciones que el Decreto enco-
mienda á las Juntas locales de los pueblos. Creadas estas
en la Península por la Ley de 1857, subsisten todavía, sin
que los resultados hayan aconsejado hasta ahora su supre-
sión. Dióles vida en esta Isla el Decreto orgánico de 18G-3- ,

y no solo la experiencia aboga por su continuación, sino que
el Consejo, lejos de ponerles el menor reparo, emite acerca
del Secretario y del número de Vocales que han de presidir
los exámenes anuales dos únicas observaciones dirigidas á
hacer más rápida la acción y más solemne la representación
de las Juntas. Cada uno de los tres adjuntos proyectos,
á pesar de la diversidad de criterio de los respectivos autores,
mantiene también las Juntas locales con el mismo y expreso
carácter que siempre tuvieron de Delegadas locales de la
Autoridad Superior para velar en cada pueblo por el fomento
de la instrucción. Los tres proyectos confieren igualmente á
la Autoridad Superior la resolución de los expedientes que
hubieran de formarse á los Maestros, y solo disentía uno de
ellos en cuanto á cuál de las do3 Corporaciones, Junta local
6 Ayuntamiento, tocaba formar dicho expediente, como di-

sentía también en cuanto al nombramiento de los Maestros
que correspondía en su sentirá I03 Ayuntamientos ; pero
tentadas las dos premisas precedentes, carácter de Delega-
dos de las Juntas y resolución del expediente conferida . á la
Autoridad Superior el sentido común y la lógica (á falta
de la legislación peninsular que así lo preceptúa, como re-

serva también el nombramiento de los Maestros á la Autori
dad Superior, según lo confesó paladinamente el autor del
proyecto referido después de prolija discusión ) bastarían por
sí solos para decidir la cuestión á favor de la Junta local. En
efecto: suponiendo dotados de igual grado de inteligencia y
celo el Ayuntamiento y la Junta local de un pueblo, claro
es que esta última, no teniendo otra misión, otra razón de
ser, otro objetivo que la vigilancia sobre el solo ramo de

bramiento de sus empleados y agentes en todos los ramos,ero
conforme á esta Ley y á otras especiales y hasta, al tratar de
los agentes de vigilancia armados, si bien usa la locución ter-
minante de que dependerán exclusivamente del Alcalde en su
nombramiento y .separación, el legislador declara en el preám-
bulo que si ha mantenido íntegro este precepto de la Ley
peninsular es porque entiende que no se opone a la conser-
vación ó modificación del actual Cuerpo de Orden público,
sobre la base esencial de que el nombramiento y separación
de sus individuos corresponde al representante del Gobierno.
Se aclaran mas y mas estos conceptos por el artículo 74 que
define como atribución de los Ayuntamientos el nombramien-
to y separación de todos los empleados pagados de sus fondos,
pero con las excepciones establecidas en esta Ley, y por el artí

Con gran sentimiento, Excmo. Sr., entro en esta última
parte de mi argumentación : harto mas grato me habría sido,
tanto al publicar la estadística sobre instrucción, como ahora
el Decreto, dejar en la sombra ciertos hechos, aludir ligera y
paternalmente á ciertas negligencias é insistir únicamente,
como lo hice, poniéndolo de relieve, sobre lo mucho bueno
que ha hecho ya en poco tiempo la provincia para el fomen-

to de la enseñanza. Si levanto ahora algunos velos, cúlpen-
se á sí mismos los que á 'ello me obligan y conste que lo

hago únicamente, para aclarar de una vez, á los ojos del
Gobierno y de la inmensa mayoría sensata iLd propio paía,
el fundamento de ciertas pretensiones.

Conviene, ante todo recordar, según se indica en el
preámbulo y al principio de, este escrito, que el régimen de
la enseñanza primaria en Puerto -- Rico no so'o no pecó de
centraiizador, sino que apéuas 'se encuentra Huella de la

de la Autoridtd Superior en dicho ramo durante
el siglo pasado. Tampoco fué ella sino la Diputación la qu
aprobó en 1820 la Instrucción redactada por el Regidor Don
Francisco Tadeo de Rivera y la imprimió á su3 expensas.
Instalada en la Isla en 1S3, á semejanza de la 'Península, la
Comisión provincial de enseñanza, el Gobernador Capitán.
General se limitó á recomendar en términos generales áJos
Ayuntamientos que procurasen elegir para Maestros sujetos
de instrucción, moralidad y celo, pero sin reglamentar de
modo alguno dicha circunstancia. Tampoco, en 1S33, al
constituirse las Comisiones locales de pueblos, hizo otra
cosa que encargarles convinieran con los Maestros respecti-
vos la organización y plan de enseñanza de las Escuelas, de-

jando por consiguiente confiados todos los detal es al criterio
heterogéneo de ios Ayuntamientos, que no pudo dar mas po-

bres resultados. Hasta el año de 1S45 no emprendió di-

rectamente la Autoridad Superior la organización del ramo,
muy rudimentaria. al principio y sucesivamente completada
por las disposiciones, citadas en el preámbulo que ya fueron
mejorando el estado general de la enseñanza. Planteado en
IS(5G el excelente Decreto orgánico de lSb'5, las reclamado
nes de los Ayuntamientos fueron, como ya sa ha dicho, las
que obligaron á la Autoridad Superior á modificarlo supri

culo bO que de los acueidos ejecutivos de los Ayuntamientos
excluye solo dos asuntos que necesitan aprobación Superior,
siendo uno de ellos la reforma y supresión de establecimien-
tos de instrucción y beneficencia, y por último, por el artícu
lo SI que obliga á los Ayuntamientos, en todos los asuntos
que no les competen exclusivamente, á acomodarse á loman
dado no solo por las Leyes sí que también por las disposicio-
nes generales que á ellos se refieran.

A V. E. toca apreciar si el Decreto que someto á su
aprobarion está inspirltdo en la - precedente doctrina, si uno
solo de sus artículos infringe alguna de las atribuciones mu
nicipales que dejo citadas con los importantes incisos que las
imitan y, por fin, si el Consejo Contencioso - administrativo

ha estado acertado al expresar textualmente en su informe
que " m ís perfecto el trabajo del Gobierno General que to
' das las ilisposieiones de índole análoga que le han precedi-- "

do, eren la Escuela Normal para Maestros, 4 Escuelas-mo-"dé- lo

para Miestras y dos plazas de Inspectores, clasifica las
Escuelas de los pueblos según la importancia de estos, in-- "

introduce la novedad de las Escuelas auxiliares y rurales en
" sustitución de las incompletas que hoy existen sin prestí-- u

gio y sin resultados, señala dotaciones decorosas al Magis-- "

teri , azlara las atribuciones de las Juntas y de los Ayunta-- u

mientús y con esías y otras medidas tonriias de la legisla
u cion vigente en la Península cuando ha sido posible, ó modl-- "

ficadas con recto juicio siempre que ha sido necesario, da só
instrucción primaria, Citará mas al tanto de todos los deta
lles del mismo y, entre el os, del aprovechamiento de los
niños y del comportamiento diario del Maestro que el Ayun lulas bases á la enseñanza primaria en un Decreto no

tenso y todo el posible en la práctica, según las
nes actuales de la provincia. n

tamiento, cuya atención forzosamente tiene que extender
se á todos los demás ramos de la Administración muni
cipal. La Junta local estará, pues, mas en el caso que el

miendo plazas y reduciendo dotaciones.
No dejará de argüir alguno que el poco resultado hasU

entonces debido á la acción de los Ayuntamientos era con-

secuencia del régimen coloidal, que aún sin intervenir en el
régimen de la enseñanza, cohibía el fructífero desarrollo de
la libre iniciativa municipal.!

Mas para destruir tal jjofisma, basta traer á la memo-

ria la época de la enseñanza primaria federal. Sin citar,
como podría hacerlo, hechos concretos, basto decir que el
nepotismo, la incuria y el desconcierto municipales llegarou
entonces á tal extremo, que obligaron al Gobernador Gene-
ral, á pesar de las complacencias que dispensaba á aquellos
Ayuntamientos, á recordarles que estaban en el deber de
sujetarse para el régimen de la enseñanza á las prescripcio-
nes del Decreto de ISlio.

Viniendo ya á lo de ayer, puedo añadir á V. E. que, a"

los ocho meses de hallauhe gobernando la Isla y cuando
subsistían todavía los Ayuntamientos directamente nombra-do- s

por la Autoridal Superior, el material de Escuelas en
toda la Isla no podía estar mas descuidado, y por datos fide-

dignos se deduce que ninguna de ellas pjdía competir con la
Escuela elemental establecida directamente por el Estado en
la Colonia naciente de Fernando Póo.

Escuelas de niños enco.itré en las principales poblacio-
nes de la Isla que no tenían ni un solo cuaderno de escritura
y alguna solo tres ejemplares de Gramática, no obstante la
reclamación de libros por tres veces repetida por el Maestro
y otras tantas trasmitida al Ayuntamiento, pero inútilmente,
por la Jüiíti locil. En alguna Escuela de niñis la Maestra
se veía reducida euseñar la Gramática á la voz por el solo

texto manuscrito que poseía.

Pero aun suponiendo que el presente Decreto resultase,
que no lo creo (excepción hecha de la inevitable concentra-
ción en manos del Gobernador General de las facultades que
la Ley peninsular subdivide entre. el Gobernador Civil y el
Rector de la Universidad), algo mas restritivo parajos Ayun-
tamientos que la Ley de 1857, no solo no estaría sujeto bajo
e1 punto de vista legal, á impugnación alguna, sino quo re-

sultaría con ello perfectamente amoldado al espíritu general
que informa toda i a Novísima legislación ultramarina. Esta,
en efecto, si bien obedece al principio de una conveniente
asimilación, no ha admitido, hasta ahora, en ningún caso
una perfejta identidad con las Lyes matrices peninsula-e- s :

prueba de el o son las Leyes provincial y municipal, la eleo
toral y la de Imprenta, ei Código penal y cuantas Peyes, en
fin, se han promulgado durante los dos últimos años en esta
Antilla, asimi adas to las e las, pero nfnguna igual, á las si-

milares de que se han derivado y todas ellas también mas
restrictivas.

A la objeción de que el Decreto no es Ley, responden
los incisos de los artículos de la Ly municipal que obligan
á los Ayuntamientos á cumplimentar no solo las Leyes, sí
que también los Reglamentos y disposiciones generales; y
no habiéndose hecho extensiva á Puerto - Rico la Ley de
1S57, ni publicádose tampjco ninguna Ley especial de ins
truccion pública para la Isla, claro es que no otra cosa que
las disposiciones gmerales á que alude la Ley municipal, son
las Reales órdenes comunicadas por e3e Mini terio y ios De-

cretos emanados del Gobierno General referentes al ramo.
No tuvo otro origen el Decreto orgánico de 1503 publicado
ántes de recibir la sanción Soberana ; y sin embargo no solo
han sido hasta ahora obedecidas sin oposición alguna sus
prescripciones, sino que, en pleno año de 1373, no obstante
la casi au onomía de que disfrutaban aquellos Ayuntamien-
tos regidos por una Ley muchos mas ámplia que la actual,

Ayuntamiento de instruir á un Maestro, oportunamente y
con conocimiento de causa, el expediente gubernativo ú
cuya formación además la llama naturalmente su carácter de
Delegada de la Autoridad Superior, á quien compete en defi-
nitiva la resolución.

Si el nombramiento, separación y formación de expe
dientes á los Maastros j si la creación y supresión de los es
tablecimientos de instrucción primaria fueran de la exclusiva
competencia de los Ayuntamientos, como algunos pretenden,
4 qué intervención les quedaría al Gobierno Supremo y á sus
Delegados gubernativos respecto de un ramo tan Interesan-
te í Solo algún añejo resabio del régimen que, de hecho,
ya que no de derecho, imperó en esta Isla en IS73 ha podi-
do hacer suponer á algunos que semejante anulación del
Poder Central pudiera compaginarse con el texto de una L y
de instrucción pública que lleva la fecha de IS57, ni despren-
derse del espíritu ni de la letra de una Constitución monár-
quica votada en Cortes y promulgada después de la Restau-
ración. Solo desconociendo en absoluto el carácter de quien
tiene hoy la honra do representar en Puerto - Rico al Go
bierno de S. M., é imaginando torpemente que su espíritu de
tolerancia pudiera llegar hasta la debilidad y conducirlo al
olvido del deber, ha podido nadie bou ir fuera capaz de pro
ponerlo ó consentirlo.

Pero ya que no en la Ley de instrucción pública ni en
la Constitución vigente se encuentra por ventura en la Ley
municipal de Puerto - Rico alguna huella de semejantes atri-
buciones concedidas á los Ayuntamientos í

Por expansivo que sea el criterio con que procuro apli
caria, no puedo llegar á falsear su espíritu, ni a desvirtuar
su esencia, ni a destruir con casuísticas interpretaciones el
ee.itido de los artículos al caso referen es, cuya frecuente ci
ticion suele ir acompañada de la supresión, harto repetida

Pero, hoy mismo, bxcmj. Sr., con Ayuntamientos ele
gidos por el voto popular, ámuchoi de los cuales hago una
vez mas la justicia de, confesar que se ocupan activamente
á asunto,y inj ayuda.i á remediarían lamentable eta lo de'
c jsasj hoy mismo, sin embargo, de l,(U3 niñol concurren-
te á las Escuelas de uná población de las mas importantes
de la Isla, solo 07j tienen asiento en que sentarse si esto


